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SUSCITADA ENTRE EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
MINISTRO PONENTE: ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

SECRETARIO: ROBERTO NIEMBRO ORTEGA
Vo. Bo.

Ministro:


Ciudad de México. Acuerdo del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación correspondiente al día siete de enero de dos mil dieciséis.
V I S T O S; y

R E S U L T A N D O:
Cotejó:
PRIMERO. Denuncia. Por escrito recibido el treinta y uno de agosto de dos mil quince en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Partido del Trabajo, por conducto de la Comisión Coordinadora Nacional denunció la posible contradicción de tesis entre los criterios sustentados por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 26/2011 y su acumulada 27/2011 y los recursos de reconsideración SUP-REC-573/2015 y sus acumulados SUP-REC-606/2015 y SUP-REC-607/2015, respectivamente.
SEGUNDO. Trámite de la denuncia. Por acuerdo de tres de septiembre de dos mil quince el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente de contradicción de tesis número 246/2015, así como elaborar y agregar copia certificada de la acción de inconstitucionalidad 26/2011 y su acumulada 27/2011 emitida por el Pleno de este Tribunal, admitió a trámite la denuncia de posible contradicción de tesis, solicitó a la Presidencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación la versión digitalizada de la resolución dictada en el recurso de reconsideración SUP-REC-606/2015 y acumulados SUP-REC-606/2015 y SUP-REC-607/2015 y remitió los autos para su estudio al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea
.

TERCERO. Integración del asunto. Mediante acuerdo de uno de octubre de dos mil quince, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación tuvo por recibidas las constancias respectivas y consideró que el presente asunto se encontraba debidamente integrado con los criterios que motivaron la posible contradicción de tesis, por lo que ordenó devolver el asunto al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea
.
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver la presente denuncia de contradicción de tesis de conformidad con lo dispuesto en los artículos 99, párrafo séptimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
;10, fracción VIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, y punto segundo, fracción VII del Acuerdo General número 5/2013 dictado el trece de mayo de dos mil trece por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará para su resolución y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito
, en virtud de que se trata de una denuncia de posible contradicción de tesis suscitada entre un criterio de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SEGUNDO. Legitimación del denunciante. La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legitimada en términos de lo dispuesto por el artículo 99, párrafo séptimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que fue presentada por el Partido del Trabajo, parte recurrente en los recursos de reconsideración SUP-REC-573/2015  y sus acumulados SUP-REC-606/2015  y SUP-REC-607/2015, del cual deriva uno de los criterios contendientes en la presente contradicción. 
Asimismo, Alberto Anaya Gutiérrez, Ma. Guadalupe Rodríguez Martínez, Ricardo Cantú Garza, Alejandro González Yáñez, Pedro Vázquez González, Reginaldo Sandoval Flores, Oscar González Yáñez y Francisco Amadeo Espinoza Ramos, como integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional conforme a la certificación expedida por el Secretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral exhibida por el partido político
, representan al Partido del Trabajo en términos de los artículos 43 y 44, inciso a) de su Estatuto
. Es así, pues conforme al artículo citado en primer lugar todos los acuerdos resoluciones y actos de la Comisión tendrán validez con la firma de la mayoría de sus integrantes y en la especie suscriben la denuncia de posible contradicción de tesis ocho de los nueve miembros de la Comisión Coordinadora Nacional. 
No pasa desapercibido que mediante resolución INE/JGE110/2015 dictada el tres de septiembre de dos mil quince por la Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral, se emitió la Declaratoria de Pérdida del Registro del Partido del Trabajo.
De igual manera, en sesión de veintitrés de octubre de dos mil quince la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación
 revocó la resolución INE/JGE110/2015 emitida por la Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral el tres de septiembre de dos mil quince para el efecto de que la Junta General Ejecutiva emitiera una nueva declaratoria en relación con el registro del Partido del Trabajo, elaborara el proyecto de resolución correspondiente y lo sometiera consideración del Consejo General, el que emitiría la resolución que en derecho corresponda en relación con el registro del Partido del Trabajo como partido político nacional. 
Asimismo, en resolución INE/JGE139/2015 dictada por la Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral el veintisiete de octubre de dos mil quince, en acatamiento a la sentencia dictada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, se determinó que el Partido del Trabajo se ubica en el supuesto establecido en el artículo 94, párrafo 1, inciso b) de la Ley General de Partidos Políticos, en virtud de no haber obtenido el tres por ciento de la votación válida emitida en la elección para Diputados Federales del siete de junio de dos mil quince, por lo que se ordenó dar vista al Partido del Trabajo a fin de garantizar su derecho de audiencia, así como elaborar el proyecto de resolución respecto del registro del Partido del Trabajo para que previa aprobación por ese órgano se someta a consideración del Consejo General. 
En este sentido, mediante resolución INE/CG936/2015 del seis de noviembre de dos mil quince el Consejo General del Instituto Nacional Electoral, se determinó nuevamente la pérdida de registro como partido político nacional del Partido del Trabajo, por lo que a partir del día siguiente de la aprobación de dicha resolución el Partido del Trabajo perdió todos los derechos y prerrogativas que establecen la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley General de Partidos Políticos y demás normatividad aplicable.

Finalmente, dicha resolución fue impugnada ante la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, la cual en sesión de dos de diciembre de dos mil quince revocó la resolución INE/CG936/2015, emitida por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral el seis de noviembre de dos mil quince, para el efecto de que el Consejo General del Instituto Nacional Electoral emitiera la resolución que en derecho corresponda en relación con el registro del Partido del Trabajo, una vez que contara con los resultados de la elección extraordinaria del distrito federal 01 de Aguascalientes, sumando los mismos a los de los restantes doscientos noventa y nueve distritos electorales federales y a partir de ello determinara si actualiza o no el supuesto normativo correspondiente, entre otros efectos.
 
En acatamiento a la resolución de mérito, en sesión el 16 de diciembre de 2015 el Consejo General del Instituto Nacional Electoral resolvió que el Partido del Trabajo acreditó haber obtenido un porcentaje de votación válida emitida superior al tres por ciento, por lo que cumple con el requisito para conservar su registro como Partido Político Nacional. 
TERCERO. Criterios contendientes. Las consideraciones de las ejecutorias que dieron lugar a la presente contradicción de tesis son las que a continuación se sintetizan:
1) Criterio de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al resolver el recurso de reconsideración SUP-REC-573/2015  y sus acumulados SUP-REC-606/2015  y SUP-REC-607/2015.
En sesión pública de veintiocho de agosto de dos mil quince, la Sala Superior dictó sentencia en el recurso de reconsideración SUP-REC-573/2015  y sus acumulados SUP-REC-606/2015  y SUP-REC-607/2015, en la cual resolvió respecto a la determinación de la votación válida emitida para efecto de la asignación de representación proporcional, lo siguiente: 

1.
En el recurso de apelación identificado con la clave SUP-RAP-430/2015 se interpretaron los artículos 41 y 54 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 15 y 473 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y 94 de la Ley General de Partidos Políticos, en específico, se determinó lo que se debe entender por “votación válida emitida” para efectos de conservar el registro como partido político nacional o para tener derecho a la asignación de diputados por el principio de representación proporcional. Al respecto, se precisó que la votación válida emitida se integra con los votos depositados en las urnas en favor de los distintos partidos políticos y candidatos independientes, por lo que sólo se deben deducir los votos nulos y los correspondientes a los candidatos no registrados, sin que sea admisible una interpretación distinta, toda vez que la Sala Superior no puede revocar su propia determinación para llevar  a cabo una nueva definición. 

2.
Sin que lo anterior vulnere el artículo 437 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales el cual hace alusión a la votación nacional emitida y no a la votación válida emitida, conceptos distintos que se aplican a dos momentos para la asignación correspondiente, lo que además es acorde con el artículo 54 constitucional. En efecto, en un primer momento se determina la votación válida emitida para establecer qué partidos tienen una fuerza tal que ameriten tener representación proporcional y en un segundo término se hace la asignación correspondiente a cada partido político en atención a su fuerza electoral a partir de la votación nacional emitida, la cual ya no incluye los votos en favor de candidatos independientes, pues de lo contrario sí se distorsionaría la asignación, al considerar los votos de quienes no participan de esa asignación por representación proporcional. 

3.
Asimismo, no asiste razón a los recurrentes en cuanto a que no se tomó en cuenta que para la integración de la Cámara de diputados existen dos elecciones: una de mayoría relativa y otra de representación proporcional. Lo anterior, pues en México prevalece el sistema electoral mixto, en el que se incluye el principio de mayoría y el de representación proporcional. En este tenor, para la integración de las Cámaras del Congreso de la Unión se eligen diputados y senadores mediante los dos principios con la emisión de un voto por cada ciudadano, siendo que cada sistema tiene sus propias reglas y características, en los cuales se llevan a cabo cómputos diferenciados desde las mesas directivas de casilla y ante todos los órganos colegiados del Instituto Nacional Electoral, para efecto de que su Consejo General lleve a cabo la asignación correspondiente, la cual se hace tomando en cuenta el cómputo total de la elección por el principio de representación proporcional para efecto de determinar la votación válida emitida, es decir, con todos los votos depositados en las urnas, como en el caso. En efecto, la elección de diputados se lleva a cabo mediante la emisión de un voto único por ciudadano, que surte efectos como unidad para la elección de diputados por el principio de mayoría relativa y representación proporcional. Por lo tanto, el pretender que no se tomen en cuenta los votos de los candidatos independientes para establecer qué partidos tienen derecho a la representación proporcional sí distorsionaría el sistema, toda vez que ese derecho se obtendría con representación menor a la aparentemente reportada, respecto de todas las demás fuerzas políticas, ya sean de partido o de candidatos independientes, de ahí que no le asista razón a los recurrentes.
4.
Por otra parte, al estar previstas las reglas de la asignación de representación proporcional en el texto constitucional así como en las leyes generales emitidas por el Congreso de la Unión es dable concluir que no se le da un trato discriminatorio o inequitativo al Partido del Trabajo, pues únicamente se están aplicando las citadas normas en función de la votación recibida por cada uno de los partidos políticos, conforme a las preferencias ciudadanas. 

5.
En función de las anteriores consideraciones, no se le privó del derecho de acceder a representación proporcional al Partido del Trabajo o a Oscar González Yáñez, pues no cumplieron con los requisitos mínimos para tal efecto.

2) Criterio del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la acción de inconstitucionalidad 26/2011 y su acumulada 27/2011.
En sesión de uno de diciembre de dos mil once el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 26/2011 y su acumulada 27/2011, en la que determinó en la parte relativa a asignación de diputados por el principio de representación proporcional lo siguiente: 

1.
Es fundado el concepto de invalidez formulado por el Partido Acción Nacional encaminado a demostrar la inconstitucionalidad del artículo 259, fracciones I y II, inciso a) del Código Electoral del Estado de Colima, sobre la base de que es contrario al artículo 116, fracción II, de la Constitución Federal y las bases generales que ha establecido la Suprema Corte respecto a la designación de diputados por el principio de representación proporcional, atento a las siguientes consideraciones.

2.
Conforme al artículo 116 constitucional las legislaturas tienen obligación de establecer dentro del ámbito local los principios de mayoría relativa y representación proporcional, pero no existe disposición que imponga reglas específicas para ellos, de tal manera que para que las legislaturas cumplan y se ajusten al dispositivo fundamental es suficiente con que adopten dichos principios en su sistema electoral local. Por lo tanto, la reglamentación específica en cuanto a porcentajes de votación requerida es responsabilidad directa de dichas legislaturas, conforme a lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 14/2010 y sus acumuladas. 

4.
De acuerdo con la legislación de Colima, para efectos de la determinación de representantes conforme al principio de representación proporcional se asigna un valor a cada diputación en la integración total del Congreso (cuatro por ciento) y con base en las constancias de mayoría que obtuvo el partido mayoritario y el porcentaje que representan en la integración del Congreso se inicia la asignación de las diputaciones de representación proporcional a distribuir (nueve). El partido mayoritario participa en la asignación con la votación total efectiva que obtuvo en la elección (sin prever la deducción de los votos en su favor en aquellos distritos en que resultó vencedor), asignación que tiene por objeto otorgarle tantas diputaciones como sea necesario hasta ajustarlo a los límites previstos en la legislación (quince diputados por ambos principios y hasta diez puntos por arriba de su porcentaje de votación) de manera sucesiva y con exclusión de los restantes institutos políticos con derecho a participar de la asignación, lo que genera la sobre representación del partido mayoritario. Adicionalmente, se confiere al partido mayoritario la posibilidad de acceder a una diputación más, en el supuesto que prevé el segundo párrafo de la fracción I del artículo 259 del código electoral local. 

5.
De actualizarse este supuesto, si conforme al procedimiento previsto para la conversión de votos en curules el partido mayoritario requirió de un determinado porcentaje de su votación para acceder a cada una de las diputaciones de representación proporcional (un cuatro por ciento adicional en la integración del congreso), se otorgará al instituto político un diputado más, esto es un cuatro por ciento adicional en la integración del Congreso pero con un porcentaje de votación menor que el que requirió para la asignación de las primeras diputaciones de representación proporcional y, en consecuencia, una mayor sobre representación, en tanto que los diputados que finalmente le son asignados representan un porcentaje de la integración total del Congreso mayor al porcentaje de su votación más diez puntos, no obstante el límite que estableció el mismo legislador. 

6.
Una vez que se ajustó hasta los límites señalados al partido mayoritario, se procede a la asignación de los diputados restantes a los partidos políticos con derecho a participar en dicho procedimiento, el que tendrá como base la votación recibida por los institutos políticos, descontando la que obtuvieron en el distrito o distritos en que resultaron triunfadores. En esta etapa, por tanto, se utiliza una votación ajustada de donde se obtiene el cociente de asignación para la distribución de las curules de representación proporcional restantes. 

7.
La diferencia entre los mecanismos de asignación de representación proporcional previstos en las fracciones I y II del artículo 259 del Código Electoral de Colima implica una distinción injustificada entre los partidos políticos participantes en un proceso electoral y sus candidatos de representación proporcional, lo que viola el principio de igualdad, pues los partidos que no obtuvieron la mayoría de triunfos en los distritos (lo que no necesariamente implica que haya obtenido la mayoría de los votos) no pueden participar en el método previsto en la fracción I en la que sólo participa el partido que obtuvo la mayoría de triunfos en los distritos, desconociendo una regla fundamental del principio de representación proporcional, la relativa a que la asignación de representantes populares se lleve a cabo con base en los resultados de la votación. 

Así, la asignación de diputados por el principio de representación proporcional que prevé la legislación electoral de Colima no se lleva a cabo en un solo momento y bajo un mismo procedimiento en el que participen todos los partidos políticos en condiciones de igualdad y atendiendo a la votación obtenida en la elección por cada uno de ellos, sino que privilegia al partido que obtuvo el mayor número de constancias de mayoría relativa con exclusión de los restantes partidos.

8.
En  consecuencia, se declara fundado el concepto de invalidez de la norma impugnada, para el efecto de que el Congreso del Estado legisle en un plazo breve a fin de establecer un sistema constitucionalmente razonable para el reparto de las diputaciones correspondientes al principio de representación proporcional.

CUARTO. Existencia de la contradicción de tesis. A continuación es necesario determinar si en el presente caso existe contradicción de criterios.

Al respecto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que para abordar la existencia de las contradicciones de tesis no es necesario ya pasar por el cumplimiento irrestricto de los requisitos establecidos en la tesis de jurisprudencia número P./J. 26/2001, pues dicho criterio ya fue interrumpido
.

Así, al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, el Pleno señaló que de los artículos 107, fracción XII de la Constitución General, 197 y 197-A de la Ley de Amparo abrogada, se advierte que la existencia de la contradicción de criterios está condicionada a que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales Colegiados en las sentencias que pronuncien sostengan “tesis contradictorias”, entendiéndose por “tesis” el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia, lo que determina que la contradicción de tesis se actualiza cuando dos o más órganos jurisdiccionales terminales adoptan criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales. 

Al respecto, el Pleno de este Alto Tribunal estimó que dicha conclusión es congruente con la finalidad establecida para las contradicciones de tesis, pues permite que cumplan el propósito para el cual fueron creadas y que no se desvirtúe buscando las diferencias de detalle que impiden su resolución
.


En el mismo sentido, la Primera Sala ha señalado que para determinar si existe o no contradicción debe analizarse detenidamente cada uno de los procesos interpretativos involucrados y no tanto los resultados que arrojen, con el objeto de identificar si en algún tramo de razonamiento de las respectivas decisiones se tomaron vías de solución distintas
.

En congruencia con lo anterior, partiendo de que la finalidad de la contradicción de tesis es crear seguridad jurídica resolviendo los diferendos interpretativos que puedan surgir entre dos o más tribunales colegiados de circuito, independientemente de que las cuestiones fácticas sean exactamente iguales, la Primera Sala ha considerado que para que exista una contradicción de tesis es necesario que se cumplan las siguientes condiciones
: 

a) Que los tribunales contendientes hayan resuelto alguna cuestión litigiosa en la que se vieron en la necesidad de ejercer el arbitrio judicial a través de un ejercicio interpretativo mediante la adopción de algún canon o método; 

b) Que entre los ejercicios interpretativos respectivos se encuentre al menos un tramo de razonamiento en el que la diferente interpretación ejercida gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico; y, 

c) Que lo anterior pueda dar lugar a la formulación de una pregunta genuina acerca de si la forma de acometer la cuestión jurídica es preferente con relación a cualquier otra que, como la primera, también sea legalmente posible. 
Criterios que se estiman aplicables en la especie, en virtud de que el procedimiento para la resolución de contradicciones de tesis entre el una Sala del Tribunal Electoral y las Salas o el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, previsto en el párrafo séptimo del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos tiene la misma finalidad, a saber, crear seguridad jurídica, resolviendo los diferendos interpretativos que puedan surgir entre diferentes órganos. 
Partiendo de las anteriores consideraciones, lo conducente es determinar si respecto de los criterios contendientes existe contradicción de tesis.
En primer lugar se advierte que los criterios no versan sobre un mismo problema jurídico atendiendo a las siguientes consideraciones. 

En el recurso de reconsideración resuelto por el Tribunal Electoral se definió el concepto votación válida emitida, con motivo de la impugnación del “Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se efectúa el cómputo total, se declara la validez de la elección de diputados por el principio de representación proporcional y se asignan a los partidos políticos nacionales Acción Nacional, Revolucionario Institucional, de la Revolución Democrática, Verde Ecologista de México, Movimiento Ciudadano, Nueva Alianza, Morena y Encuentro Social los diputados que les corresponde para el periodo de 2015-2018.”
Para tal efecto, se realizó una interpretación de los artículos 41 y 54 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 15 y 473 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y 94 de la Ley General de Partidos Políticos
. 

Al respecto, el Tribunal Electoral determinó que la votación válida emitida se integra con los votos depositados en las urnas en favor de los distintos partidos políticos y candidatos independientes, por lo que sólo se deben deducir los votos nulos y los correspondientes a los candidatos no registrados. 

Por otra parte, en la acción de inconstitucionalidad 26/2011 y su acumulada 27/2011 la Suprema Corte de Justicia de la Nación realizó una interpretación del artículo 116, fracción II, de la Constitución Federal. En este punto, es importante aclarar que no se realizó una interpretación del artículo 54 de la Constitución General, por ser aplicable únicamente al ámbito federal, ya que se refiere expresamente a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en tanto que el artículo 116 es el que rige para el ámbito estatal
.
Al respecto, el Tribunal Pleno determinó que la asignación de diputados por el principio de representación proporcional que prevé la legislación de Colima no se lleva a cabo en un solo momento y bajo un mismo procedimiento en el que participen todos los partidos políticos en condiciones de igualdad y atendiendo a la votación obtenida en la elección por cada uno de ellos, sino que privilegia al partido que obtuvo el mayor número de constancias de mayoría relativa con exclusión de los restantes partidos políticos, por lo que resulta inconstitucional.

Por lo tanto, la primera diferencia en cuanto a la materia de ambos asuntos consiste en que en el recurso de reconsideración se realizó una interpretación del artículo 54 de la Constitución General  y en la acción de inconstitucionalidad del diverso numeral 116, por referirse el primero al ámbito federal y el segundo al local.
A mayor abundamiento, se advierte que la litis en el asunto del conocimiento del Tribunal Electoral versó sobre si deben o no tomarse en consideración los votos en favor de candidatos independientes para determinar la votación válida emitida. 
Lo anterior, en atención a que el Partido del Trabajo argumentó, entre otras cuestiones, que para la integración de la Cámara de Diputados existen dos elecciones, una de mayoría relativa y otra de representación proporcional. En este sentido, adujó que en la segunda no debe tomarse en cuenta la votación obtenida por candidatos independientes, por su carácter uninominal y por no aparecer en ninguna lista regional, por lo que la resolución impugnada indebidamente tomó como votación válida la correspondiente a la elección de diputados por el principio de mayoría relativa y no así la de elección de representación proporcional. 
Sobre este punto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación
 concluyó que pretender que no se tomen en cuenta los votos de los candidatos independientes para establecer qué partidos tienen derecho a la representación proporcional distorsionaría el sistema, toda vez que ese derecho se obtendría con representación menor a la aparentemente reportada respecto de todas las demás fuerzas políticas, ya sean de partidos o de candidatos independientes. 
Lo anterior después de exponer que en México prevalece el sistema electoral mixto en el que se incluye el principio de mayoría y el de representación proporcional y explicar tales conceptos, precisando que el segundo tiene por objeto procurar que la cantidad de votos obtenidos por los partidos corresponda en equitativa proporción al número de curules a que tenga derecho cada uno de ellos para facilitar que aquéllos que tengan un mínimo de significación ciudadana puedan tener acceso a la Cámara de Diputados. En este sentido, se eligen diputados y senadores mediante la emisión de un voto por ciudadano que surte efectos como una unidad, tanto para la elección de diputados por el principio de mayoría relativa como para diputados por el principio de representación proporcional. Por tanto, los cómputos distritales comienzan con las operaciones necesarias para determinar los votos que surten efectos y cuentan en la elección por ambos principios, cuyo resultado representa la votación de la elección de mayoría relativa y el primer factor del resultado de la votación proporcional, al cual se debe agregar la suma de los votos depositados en las casillas especiales instaladas en esa demarcación (los cuales sólo surten efectos respecto a los diputados de representación proporcional) y el resultado de esa suma constituye el cómputo de la elección de representación proporcional. 
Por otra parte, el tema relativo al concepto de votación válida emitida no fue materia de la estudio en la acción de inconstitucionalidad 26/2011 y su acumulada 27/2011, la cual consistió en determinar si es constitucional el artículo 259, fracciones I y II, inciso a) del Código Electoral del Estado de Colima que regula dos procedimientos diferenciados para la asignación de diputados por el principio de representación proporcional, a saber: el que se prevé en la fracción primera que sólo se aplica al partido que obtuvo la mayoría de triunfos, privilegiando a ese partido al realizar la asignación de escaños tomando como base las constancias de mayoría y no la votación efectiva y el establecido en la fracción II en el que sólo intervienen los demás partidos políticos y mediante el cual se asignan el resto de las diputaciones, aplicando criterios de votación de asignación, cociente de asignación y resto mayor que tienen como fundamento la votación efectiva, es decir, se ordena deducir de la votación efectiva los votos obtenidos por los partidos políticos en los distritos en donde triunfaron, así como los del partido que participó en la primer etapa.
Al respecto, el Pleno de esta Suprema Corte determinó que conforme al artículo 116 constitucional las legislaturas estatales deben considerar los principios de mayoría relativa y representación proporcional. En este sentido, la legislación del Estado de Colima prevé “dos elecciones” de diputados por el principio de mayoría relativa y representación proporcional, cuyo escrutinio y cómputo se realiza en forma independiente. No obstante, la votación se verifica en una sola boleta, que lleva impresa al reverso las listas de candidatos a diputados por el principio de representación proporcional. La asignación de curules por el segundo principio se lleva a cabo en dos procedimientos, el primero de ellos tiene por objeto determinar el número de representantes a que tiene derecho al partido que obtuvo el mayor número de triunfos en los distritos uninominales y el segundo a los partidos minoritarios. En la asignación de diputados por el principio de representación proporcional al partido mayoritario, si el partido no alcanzó los límites de quince diputaciones, ni el número de las que ganó representa un porcentaje de la integración del congreso, se le asignarán de los nueve diputados de representación proporcional los que sean necesarios hasta que alcance alguno de los referidos límites, esto es, lo que ocurra primero: quince diputaciones o el equivalente (en términos porcentuales) al número de diputados que lo represente en el congreso en una proporción coincidente con la suma total del porcentaje de la votación obtenida más diez puntos, tomando en cuenta que cada escaño representa un cuatro por ciento del órgano legislativo. 
Lo anterior significa que el partido que obtuvo la mayor parte de los triunfos en distritos uninominales siempre gozará de la máxima representación porcentual permitida legalmente en el congreso, ya que la legislación local le proporciona el beneficio de que se le asignen los diputados de representación proporcional necesarios para que sumados a los que obtuvo por sus triunfos de mayoría relativa, representen en el congreso la suma de su votación efectiva más diez puntos. Aunado a lo anterior, la ley prevé la posibilidad de ofrecer al partido triunfador un diputado de representación proporcional adicional, si en la suma del porcentaje de la votación que obtuvo (más diez puntos) el múltiplo mayor de cuatro que quepa en ella es igual o superior a dos puntos. 
Una vez que el partido mayoritario alcance uno u otro límite se distribuirán entre los partidos minoritarios las diputaciones de representación proporcional que tendrá como base la votación recibida, descontando la que obtuvieron en el distrito o distritos en que resultaron triunfadores. 
En consecuencia, esta Suprema Corte señaló que estos mecanismos no garantizan la pluralidad en la integración del órgano legislativo del estado de Colima, porque impiden que la asignación de diputados se realice conforme a los resultados de la votación y que se logre proporcionalidad entre votos y escaños, por lo que incumplen con el objetivo de la representación proporcional que busca dar una representación más adecuada a todas las corrientes políticas que se manifiestan en una sociedad así como garantizar el derecho de participación política de la minoría. Por otra parte, la diferencia de mecanismos implica una distinción injustificada entre los partidos políticos participantes en un proceso electoral, lo que viola el principio de igualdad. Por tanto, el Pleno declaró la inconstitucionalidad del artículo 259, fracciones I y II del Código Electoral del Estado de Colima. 
Sin que sea óbice a lo anterior el argumento del Partido del Trabajo relativo a que en ambas ejecutorias se analizó si las elecciones de diputados por el principio de mayoría relativa y de representación proporcional constituyen dos elecciones diversas, alcanzando según éste diversos criterios, pues la Suprema Corte de la Nación determinó que las elecciones de diputados por el principio de mayoría relativa y representación proporcional constituyen dos elecciones diversas cuyo escrutinio y cómputo se realiza en forma independiente y el Tribunal Electoral declaró que no asiste razón al Partido del Trabajo “en cuanto a que no se tomó en cuenta que para la integración de la Cámara de Diputados existen dos elecciones, una de mayoría relativa y la otra de representación proporcional”.

Lo anterior, en virtud de que los ejercicios interpretativos realizados por ambos Tribunales no giran en torno a un mismo problema jurídico, pues se reitera, el Tribunal Electoral realizó un ejercicio interpretativo del artículo 54, fracciones II y II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para determinar si en el concepto de votación válida emitida se deben descontar los votos emitidos en favor de candidatos independientes. 
Por otra parte, esta Suprema Corte estudió la constitucionalidad de los mecanismos de asignación de representación proporcional que prevé el Código Electoral de Colima a la luz de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que obliga a las legislaturas a establecer dentro del ámbito local los principios de mayoría relativa y representación proporcional, sin imponer reglas específicas para ello. 
Sin embargo, de la lectura de la ejecutoria relativa se advierte que el Tribunal Electoral no se pronunció respecto a la existencia de dos elecciones, sino que declaró infundado el concepto de invalidez relativo a que la autoridad electoral no “tomó en cuenta que para la integración de la Cámara de Diputados existen dos elecciones, una de mayoría relativa y la otra de representación proporcional”. Lo anterior al estimar que en México prevalece el sistema electoral mixto, en el que se incluye el principio de mayoría relativa y el de representación proporcional, precisando que el segundo tiene por objeto procurar que la cantidad de votos obtenidos por los partidos corresponda, en equitativa proporción al número de curules a que tenga derecho cada uno de ellos para facilitar que aquéllos que tengan un mínimo de significación ciudadana puedan tener acceso a la Cámara de Diputados. Por lo que se eligen diputados y senadores mediante la emisión de un voto por ciudadano que surte efectos como una unidad para la elección de diputados de mayoría relativa, así como aquellos elegidos por el principio de representación proporcional. En consecuencia, restar los votos en favor de candidatos independientes para efectos de pérdida de registro y derecho a contar con representantes por el principio de representación proporcional distorsionaría el sistema. 

Por otra parte, la Suprema Corte con relación a la legislación del Estado de Colima estableció que en el mismo existen dos elecciones de diputados por el principio de mayoría relativa y representación proporcional, que se llevan a cabo en una sola boleta que lleva impresa al reverso las listas de candidatos a diputados por el segundo principio. Asimismo, que el escrutinio y cómputo de cada elección se realiza de forma independiente.

En consecuencia, no existió un pronunciamiento diferenciado respecto a las elecciones por representación proporcional y mayoría relativa, por lo que no existe la presente contradicción de criterios. 

Por lo expuesto y fundado se resuelve:

ÚNICO. No existe la contradicción de tesis denunciada a que se refiere este expediente.
Notifíquese; con testimonio de la presente resolución y, en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales.

El señor Ministro Presidente Aguilar Morales declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados. Doy fe.
Firman el señor Ministro Presidente y el señor Ministro Ponente, con el Secretario General de Acuerdos que autoriza y da fe.

MINISTRO PRESIDENTE:

MINISTRO LUIS MARÍA AGUILAR MORALES

MINISTRO PONENTE:

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS:

LIC. RAFAEL COELLO CETINA

RNO
� Contradicción de tesis, fojas 27 a 29.


� Contradicción de tesis, foja 291.


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 99. 


(…)


Cuando una sala del Tribunal Electoral sustente una tesis sobre la inconstitucionalidad de algún acto o resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta Constitución, y dicha tesis pueda ser contradictoria con una sostenida por las salas o el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, cualquiera de los Ministros, las salas o las partes, podrán denunciar la contradicción en los términos que señale la ley, para que el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación decida en definitiva cuál tesis debe prevalecer. Las resoluciones que se dicten en este supuesto no afectarán los asuntos ya resueltos.


� Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación  


Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno:


(…)


VIII. De las denuncias de contradicción entre tesis sustentadas por las Salas de la Suprema Corte de Justicia, por el Tribunal Electoral en los términos de los artículos 236 y 237 de esta ley, o por los Plenos de Circuito de distintos Circuitos, por los Plenos de Circuito en materia especializada de un mismo Circuito y por los tribunales colegiados de circuito con diferente especialización, cuando se trate de asuntos que por razón de la materia no sean de la competencia exclusiva de alguna de las Salas;


� Acuerdo General número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación


 SEGUNDO. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su resolución:


(…)


VII. Las contradicciones entre tesis sustentadas por las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como las diversas que se susciten entre el Pleno o las Salas de este Alto Tribunal y alguna de las Salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en términos del párrafo séptimo del artículo 99 constitucional, así como las suscitadas entre los Plenos de Circuito y/o los Tribunales Colegiados de un diverso Circuito, cuando así lo acuerde la Sala en la que esté radicada y el Pleno lo estime justificado;


� Foja 24 del expediente principal. 


� Estatuto del Partido del Trabajo 


 Artículo 43. La Comisión Coordinadora Nacional se integrará con nueve miembros que se elegirán en cada Congreso Nacional ordinario y será la representación política y legal del Partido del Trabajo y de su dirección Nacional. Deberá ser convocada por lo menos con tres días de anticipación de manera ordinaria una vez a la semana y de manera extraordinaria por lo menos con un día de anticipación, cuando así se requiera por cualquiera de sus miembros. El quórum legal para sesionar se integrará con la asistencia de la mayoría de sus integrantes. Todos los acuerdos, resoluciones y actos de la Comisión Coordinadora Nacional tendrán plena validez en su caso, con la aprobación y firma de la mayoría de sus integrantes. 


Artículo 44. Son atribuciones y facultades de la Comisión Coordinadora Nacional:


a) Ejercer la representación política y legal del Partido del Trabajo en todo tipo de asuntos de carácter judicial, político, electoral, administrativo, patrimonial y para delegar poderes y/o establecer contratos o convenios en el marco de la legislación vigente. También tendrá facultad de mandatar y conceder poder cambiario y autorizar la apertura, cierre, cancelación, ejercicio y operación de cuentas bancarias a los tesoreros nacionales y de las Entidades Federativas, así como a los candidatos Federales, Estatales, Delegacionales y Municipales cuando lo obligue las Legislaciones Electorales vigentes o así se considere necesario.


� Al resolver el recurso de apelación, el juicio de revisión constitucional electoral y los juicio ciudadano números SUP-RAP-654/2015, SUP-RAP-646/2015, SUP-RAP-680/2015, SUP-RAP-704/2015, SUPRAP-711/2015, SUP-JRC-703/2015, SUP-JDC-1715/2015, SUP-JDC-1716/2015, SUP-JDC-1717/2015, SUPJDC-1770/2015, SUP-JDC-1827/2015, SUP-JDC-1828/2015 SUP-JDC-1829/2015  y SUP-JDC-1830/2015 acumulados, donde se


� Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, expediente SUP-RAP-756/2015. 


� Jurisprudencia, P./J. 26/2001, publicada en el Semanario de la Suprema Corte de Justicia y su Gaceta, novena época, pleno, XIII, abril 2001, pág. 76, de rubro “CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA”. 


� Jurisprudencia, P./J. 72/2010, publicada en el Semanario de la Suprema Corte de Justicia y su Gaceta, novena época, pleno, XXXII, agosto 2010, pág. 7, de rubro y texto siguientes: “CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXISTE CUANDO LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS CRITERIOS JURÍDICOS DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DERECHO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO RODEAN NO SEAN EXACTAMENTE IGUALES. De los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 197 y 197-A de la Ley de Amparo, se advierte que la existencia de la contradicción de criterios está condicionada a que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales Colegiados de Circuito en las sentencias que pronuncien sostengan "tesis contradictorias", entendiéndose por "tesis" el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia, lo que determina que la contradicción de tesis se actualiza cuando dos o más órganos jurisdiccionales terminales adoptan criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales, pues la práctica judicial demuestra la dificultad de que existan dos o más asuntos idénticos, tanto en los problemas de derecho como en los de hecho, de ahí que considerar que la contradicción se actualiza únicamente cuando los asuntos son exactamente iguales constituye un criterio rigorista que impide resolver la discrepancia de criterios jurídicos, lo que conlleva a que el esfuerzo judicial se centre en detectar las diferencias entre los asuntos y no en solucionar la discrepancia. Además, las cuestiones fácticas que en ocasiones rodean el problema jurídico respecto del cual se sostienen criterios opuestos y, consecuentemente, se denuncian como contradictorios, generalmente son cuestiones secundarias o accidentales y, por tanto, no inciden en la naturaleza de los problemas jurídicos resueltos. Es por ello que este Alto Tribunal interrumpió la jurisprudencia P./J. 26/2001 de rubro: "CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.", al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, pues al establecer que la contradicción se actualiza siempre que "al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes" se impedía el estudio del tema jurídico materia de la contradicción con base en "diferencias" fácticas que desde el punto de vista estrictamente jurídico no deberían obstaculizar el análisis de fondo de la contradicción planteada, lo que es contrario a la lógica del sistema de jurisprudencia establecido en la Ley de Amparo, pues al sujetarse su existencia al cumplimiento del indicado requisito disminuye el número de contradicciones que se resuelven en detrimento de la seguridad jurídica que debe salvaguardarse ante criterios jurídicos claramente opuestos. De lo anterior se sigue que la existencia de una contradicción de tesis deriva de la discrepancia de criterios jurídicos, es decir, de la oposición en la solución de temas jurídicos que se extraen de asuntos que pueden válidamente ser diferentes en sus cuestiones fácticas, lo cual es congruente con la finalidad establecida tanto en la Constitución General de la República como en la Ley de Amparo para las contradicciones de tesis, pues permite que cumplan el propósito para el que fueron creadas y que no se desvirtúe buscando las diferencias de detalle que impiden su resolución".


� Jurisprudencia, 1a./J. 23/2010, publicada en el Semanario de la Suprema Corte de Justicia y su Gaceta, novena época, primera sala, XXXI, marzo 2010, pág. 123, de rubro y texto: “CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. FINALIDAD Y CONCEPTO. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, en sesión de 30 de abril de 2009, interrumpió la jurisprudencia P./J. 26/2001, de rubro: "CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.". Así, de un nuevo análisis al contenido de los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 197-A de la Ley de Amparo, la Primera Sala advierte como condición para la existencia de la contradicción de tesis que los criterios enfrentados sean contradictorios; sin embargo, el sentido del concepto "contradictorio" ha de entenderse cuidadosamente, no tanto en función del estado de los criterios enfrentados, sino de la finalidad misma de la contradicción de tesis, que es generar seguridad jurídica. En efecto, la condición que debe observarse está más ligada con el fin que con el medio y, por tanto, la esencia de la contradicción radica más en la necesidad de dotar al sistema jurisdiccional de seguridad jurídica que en la de comprobar que se reúna una serie de características determinadas en los casos resueltos por los tribunales colegiados de circuito; de ahí que para determinar si existe o no una contradicción de tesis debe analizarse detenidamente cada uno de los procesos interpretativos involucrados -y no tanto los resultados que ellos arrojen- con el objeto de identificar si en algún razonamiento de las respectivas decisiones se tomaron vías de solución distintas -no necesariamente contradictorias en términos lógicos- aunque legales, pues al ejercer el arbitrio judicial pueden existir diferendos, sin que ello signifique haber abandonado la legalidad. Por ello, en las contradicciones de tesis que la Suprema Corte de Justicia de la Nación está llamada a resolver debe avocarse a reducir al máximo, cuando no a eliminar, ese margen de discrecionalidad creado por la actuación legal y libre de los tribunales contendientes.” 


� Jurisprudencia, 1a./J. 22/2010, publicada en el Semanario de la Suprema Corte de Justicia y su Gaceta, novena época, primera sala, XXXI, marzo 2010, pág. 122, de rubro y texto siguientes: “CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. CONDICIONES PARA SU EXISTENCIA. Si se toma en cuenta que la finalidad última de la contradicción de tesis es resolver los diferendos interpretativos que puedan surgir entre dos o más tribunales colegiados de circuito, en aras de la seguridad jurídica, independientemente de que las cuestiones fácticas sean exactamente iguales, puede afirmarse que para que una contradicción de tesis exista es necesario que se cumplan las siguientes condiciones: 1) que los tribunales contendientes hayan resuelto alguna cuestión litigiosa en la que tuvieron que ejercer el arbitrio judicial a través de un ejercicio interpretativo mediante la adopción de algún canon o método, cualquiera que fuese; 2) que entre los ejercicios interpretativos respectivos se encuentre al menos un razonamiento en el que la diferente interpretación ejercida gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico, ya sea el sentido gramatical de una norma, el alcance de un principio, la finalidad de una determinada institución o cualquier otra cuestión jurídica en general, y 3) que lo anterior pueda dar lugar a la formulación de una pregunta genuina acerca de si la manera de acometer la cuestión jurídica es preferente con relación a cualquier otra que, como la primera, también sea legalmente posible”.


� Foja 127 a 135 del recurso SUP-REC-573/2015 y acumulados. 


� Foja 130 a 131 de la Acción de Inconstitucionalidad 26/2011 y su acumulada 27/2011. 


� Fojas 137 y siguientes. 
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